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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE CASACIÓN  
  N.° 1125-2022 CUSCO 

Casación inadmisible  
La interpretación de las normas que contemplan causas de 
inadmisión de recursos (artículo 405 del Código Procesal 
Penal y la debida justificación en las causales del artículo 429 
del mismo cuerpo normativo, según la reforma introducida 
por la Ley n.° 32130 [debe distinguirse al justificar un 
recurso, no solo invocando algo a modo de enunciado sin 
desarrollo o únicamente la norma, que solo da para una 
excusa, ello produciría, por lo común, formas particulares de 
sinsentido]) es el estricto respeto de la entera legalidad 
procesal, competencia exclusiva de los jueces y tribunales 
ordinarios. En esa misma línea, el Tribunal Constitucional 
peruano lo destaca. 
En conclusión, de la revisión del recurso y de sus 
argumentos no se justifica que sea admitido en sede 
casacional, al no superar las exigencias para considerar que 
los asuntos traídos a la sede casatoria, aun cuando se trate de 
casaciones ordinarias, sean de trascedente interés, como lo ha 
señalado la jurisprudencia suprema, por cuanto la casación 
no es una instancia tercera de revisión del juicio de 
culpabilidad. 

 

AUTO SUPREMO 
Sala Penal Permanente 
Recurso de Casación n.o 1125-2022/Cusco 

Lima, siete de febrero de dos mil veinticinco 

AUTOS Y VISTOS: el recurso de 
casación interpuesto por la defensa técnica de DAVID HUAMÁN QUISPE1 (foja 
271) contra la sentencia de vista, del once de abril de dos mil veintidós (foja 
250), emitida por la Sala Mixta Descentralizada en adición Sala Penal de 
Apelación-Santa Ana de la Corte Superior de Justicia del Cusco, que 
confirmó la sentencia de primera instancia del veinticuatro de noviembre de 
dos mil veintiuno, que condenó al recurrente como autor del delito contra la 
libertad sexual, en la modalidad de violación sexual de menor de edad 
(numeral 2 del artículo 173 del Código Penal), en agravio de la menor de iniciales 
NO. FA. PA., le impuso una pena de treinta años de privación de libertad 
efectiva y fijó una reparación civil en S/10 000 (diez mil soles); con lo demás 
que contiene.  

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ. 

CONSIDERANDO 

 

1
 DNI n.°25008899 
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Primero. El recurrente, en su recurso de casación, planteó la causal de los 
numerales 1, 2, 3 y 5 del artículo 429 del Código Procesal Penal. Solicitó 
que se declare fundado su recurso y la nulidad de la sentencia de vista. 

Segundo. Ahora bien, la Ley n.° 32130 (vigente desde el once de octubre de dos 
mil veinticuatro) modificó, entre otros, los artículos 427, 429 y 430 del Código 
Procesal Penal. Así pues, de conformidad con el numeral 1 del artículo VII 
del Título Preliminar del Código Procesal Penal, las normas procesales son 
autoaplicativas; no obstante, “continuarán rigiéndose por la ley anterior, los medios 
impugnatorios ya interpuestos, los actos procesales con principio de ejecución y los plazos 
que hubieran empezado”, por lo que las modificatorias de la Ley n.° 32130 no le 
alcanzaría al presente recurso. 

∞ Sin embargo, dicha norma se vincula directamente con los derechos 
fundamentales a la libertad personal y a la tutela jurisdiccional efectiva, lo 
que exige la aplicación de la disposición más favorable al reo. En virtud de la 
Ley n.° 32130, que modificó el numeral 6 del artículo 4302 del Código 
Procesal Penal, se debe garantizar el derecho de acceso a los recursos como 
un derecho de configuración legal3. Este derecho debe ejercerse de acuerdo 
con los requisitos y condiciones que establece la ley procesal, la cual 
también define sus límites y condiciones. Corresponde al legislador 
democrático determinar las formas y procedimientos que considere más 
adecuadas4. En este contexto, se impone la aplicación del principio de 
favorabilidad en su dimensión normativa procesal retroactiva5. 

Tercero. De otro lado, si bien la modificatoria legislativa introducida en 
particular del numeral 6 del artículo 4306 del Código Procesal Penal, por la 
Ley n.° 32130, señala que las casaciones se tramitarán sin votación, esto 

 

2 Modificado conforme a la Ley n.° 32130, del diez de octubre de dos mil veinticuatro: “Artículo 430. 
Interposición y admisión. […], 6. […] Si se trata de sentencias con pena privativa de libertad 
efectiva que se justifican en cualquiera de las causales del artículo 429, el recurso procede sin 
someterse a votación”. 
3 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. STC Expediente n.° 04235-2010-HC/TC-Lima, del once de agosto 
de dos mil once, fundamento jurídico 11. 
4 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. STC Expediente n.° 04240-2019-PA/TC-Lima, del veintisiete de 
octubre de dos mil veinte, fundamento jurídico 9. 
5 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. STC Expediente n.° 2196-2002-HC/TC-Lima, caso Carlos Saldaña 
Saldaña, del diez de diciembre de dos mil tres, fundamento jurídico 6. Asimismo, CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Resolución CIDH 434, caso Héctor Fidel Cordero 
Bernal vs. Perú, sentencia del dieciséis de febrero de dos mil veintiuno, excepción preliminar y fondo, 
fundamento 93. Y SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
DEL PERÚ. Recurso de Nulidad n.° 1500-2006/Piura, precedente vinculante del diecisiete de julio de 
dos mil seis, fundamento jurídico 5. 
6
 Modificado conforme a la Ley 32130 del diez de octubre de dos mil veinticuatro:  

“Artículo 430. Interposición y admisión. […] 
6. […] Si se trata de sentencias con pena privativa de libertad efectiva que se justifican en 
cualquiera de las causales del artículo 429, el recurso procede sin someterse a votación”. 
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genera, en primer orden, un intersticio de indeterminación por antinomia7, 
puesto que los artículos 405 y 432 del mismo cuerpo adjetivo no han sido 
modificados ni abrogados, y estos exigen una actitud de control diferente. 
Entonces, nos obliga a realizar una interpretación lógica, concordante e 
intrasistemática, que elimine la antinomia subyacente con la vigencia de los 
mencionados artículos no modificados. Prima en este caso el principio del 
debido proceso, conforme lo ordena el artículo 139, numerales 3 y 8 de la 
Constitución Política del Perú, para disolver este defecto legislativo. 

∞ Luego, ello exige que se evalúe considerando que el requisito de summa 
poena ha sido flexibilizado en relación con su cuantía, por lo que para ello 
basta que se refiera a una pena privativa de libertad con carácter de efectiva 
sin importar el quantum impuesto. Así como exige que se evalúe si el recurso 
cumple los requisitos generales para su interposición (desde lo prescrito en los 
artículos 405 y 432 del Código Procesal Penal) y si está justificado en alguna de las 
causales del artículo 429 del mismo código adjetivo, significa que el recurso 
de casación debe desarrollar la causal invocada y los argumentos a 
concernir a dicha causal. Esto no puede ser un pretexto para proseguir la 
discusión de instancia, con alegatos exclusivamente referidos al ius litigatoris.  

∞ El acceso a los recursos legalmente establecidos forma parte de la tutela 
judicial efectiva. El correlativo derecho no queda vulnerado cuando el 
recurso interpuesto es inadmitido por el órgano judicial competente en 
virtud de la inconcurrencia de alguna de las causas legalmente previstas al 
efecto. La interpretación de las normas que contemplan causas de 
inadmisión de recursos (artículo 405 del Código Procesal Penal y la debida 
justificación en las causales del artículo 429 del mismo cuerpo normativo, según la 
reforma introducida por la Ley n.° 32130 [debe distinguirse al justificar un recurso, no solo 
invocando algo a modo de enunciado sin desarrollo o únicamente la norma, que solo da para una 
excusa, ello produciría por lo común formas particulares de sinsentido]) es el estricto 
respeto de la entera legalidad procesal, competencia exclusiva de los jueces 
y tribunales ordinarios8. En esa misma línea, el Tribunal Constitucional 
peruano lo destaca9.  

Cuarto. En el recurso de casación promovido por el recurrente, conforme al 
delito de violación sexual de menor de edad (numeral 2 del artículo 173 del 

 

7 Fue el profesor Herbert Leonel Adolfo Hart, quien estableció que el ordenamiento jurídico, pese a 
su vocación de completitud, puede que en muchos casos genere grietas (intersticios), los cuales puede 
generarse por vacíos o lagunas, o por defectos de redacción (indeterminaciónindeterminaciónindeterminaciónindeterminación), o por defectos al 
momento de interpretar (derrotabilidadderrotabilidadderrotabilidadderrotabilidad). Cfr. HART, Herbert L.A. (1963). El concepto del derecho, trad. 
Genaro R. Carrió. ISBN: 9789502019987, Buenos Aires: Abeledo-Perrot, pp. 116 a 132; RÓDENAS 

CALATAYUD, Ángeles. (2012). Los intersticios del Derecho. Indeterminación, validez y positivismo jurídico. 
ISBN: 8497689607, Madrid: Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A., pp. 30 a 35. 
8
 Cfr. SALA SEGUNDA. Tribunal Constitucional de España. Sentencia n.o 88/1997, del nueve de junio de mil 

novecientos noventa y siete, fundamento jurídico dos.  
9
 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia n.o 01686-2021-HC/TC-Lima, del veintinueve de noviembre de dos 

mil veintitrés, fundamento jurídico ocho.  
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Código Penal) y la pena efectiva impuesta, se está frente a una casación 
ordinaria, por lo que es prescindible la exigencia de promover el desarrollo 
de doctrina jurisprudencial. Indicó que se violó el principio de congruencia 
procesal, pues, en la formalización, se señaló hechos suscitados en los años 
dos mil trece y dos mil catorce; sin embargo, en el requerimiento fiscal se 
indican hechos los años dos mil quince y dos mil dieciséis. Se violó el 
derecho a la prueba, pues no se habría realizado la debida cámara Gesell por 
ser menor de edad. En su lugar, solo existe una referencial con ampliatoria 
sin participación de la parte. Se ha vulnerado el derecho a la presunción de 
inocencia al no corroborarse, de forma indubitable, con medios directos. 
Precisó que hubo una indebida aplicación de la ley penal, ya que no es 
proporcional el extremo de la pena, sin considerar el carácter rehabilitador y 
las condiciones personales del recurrente.  

Quinto. En el recurso de casación promovido por el recurrente, en primer 
lugar, al ser revisado, se debe notar que, de la violación al principio de 
congruencia procesal, es observable que este no ha sido planteado en su 
recurso ordinario (apelación), como agravio, motivo por el cual el ad quem no 
emitió pronunciamiento al encontrarse este limitado a los argumentos 
propuestos por las partes, de manera que es un argumento per saltum, que, 
por estar excluidos en esta sede suprema, conllevan a su rechazo como 
regula el literal d) del numeral 1 del artículo 428 del Código Procesal 
Penal. 

∞ En segundo lugar, no se han expuesto de manera separada y 
fundamentada los argumentos que sustenten el alegado apartamiento de la 
doctrina jurisprudencial. Además, la jurisprudencia invocada carece de 
carácter vinculante y el recurrente no ha demostrado en qué 
considerandos de la resolución impugnada existiría una contradicción 
sustancial e injustificada con dicha doctrina. 

∞ En tercer lugar, si bien es cierto, la Ley n.o 30364, en su artículo 19 —como 
imperativo normativo—, expresa que la entrevista única de menores que hayan 
sido víctimas de agresión sexual debe tramitarse como prueba anticipada, 
ello no sustrae, ni enerva el valor de la declaración de la menor que acudió  a 
juicio oral donde el sentenciado en el plenario ejerció la contradicción del 
material probatorio: “Antes de que un acusado pueda ser condenado, toda la evidencia 
en su contra debe ser generalmente producida en su presencia en una audiencia pública, 
en vista a un debate contradictorio. Las excepciones a este principio son posibles, pero no 
deben infringir los derechos de la defensa10.” Y esto está reforzado con el 
fundamento 38 del Acuerdo Plenario n.° 01-2011/CJ116, que establece: 

 

10 Cfr. STEDH Al-Khawaja and Tahery v. Reino Unido, Gran Sala (Applications n.o 26766/05 y n.o 22228/06), 
Estrasburgo, quince de diciembre de dos mil once; ver también STEDH Lucà v. Italia, del veintisiete de mayo de 
dos mil uno, párrafo 39; y Solakov v. Macedonia, del treinta y uno de enero de dos mil dos, párrafo 57. 
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“Excepcionalmente, el Juez Penal, en la medida que así lo decida podrá disponer la 
realización de un examen a la víctima en juicio cuando estime que tal declaración o 
exploración pre procesal de la víctima: a) no se ha llevado conforme a las exigencias 
formales mínimas que garanticen su derecho de defensa”. 

Sexto. De otro lado, la increpación de que se ha vulnerado el derecho a la 
prueba, que el recurrente sostiene en el agravio, que no existe pericia 
psicológica que corrobore lo declarado por la agraviada, no tiene recibo y 
debe ser descartada. Así pues, el derecho a la prueba posee dos dimensiones: 
de un lado, la propia o activa, que se yergue como una garantía procesal de 
todo justiciable de poder presentar los elementos materiales de prueba que 
considere más convenientes a su defensa; de otro lado, la impropia o no 
activa, por la cual esta garantía obliga al postulante de una causa (en el 
proceso penal, la fiscalía) demandante, acusador o requirente, a presentar la 
prueba suficiente para enarbolar la demanda, requerimiento o acusación. En 
esta dimensión, el derecho a la prueba está inescindiblemente unido al onus 
probandi (quien alega que está en la obligación de probar) y a la crisis del principio 
de presunción de inocencia como regla de prueba (es inocente mientras no se 
demuestre lo contrario, ab praesumptio iuris tantum).  

∞ Como el mismo Tribunal Constitucional establece, en la sentencia del 
Expediente n.° 06712-2005-HC/TC-Lima, del diecisiete de octubre de dos 
mil cinco, es un derecho de configuración legal: 

Sin embargo, el reconocimiento del derecho a la prueba en la normatividad es 
restringido, y se le relaciona casi exclusivamente con la presunción, de inocencia. Por 
eso, normalmente aparece bajo la fórmula siguiente: «la persona se considera 
inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad». Éste es el 
enunciado utilizado en el artículo 2°, inciso 24, acápite e, de la Constitución, que 
reproduce lo estipulado por el artículo XXVI de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, y, en cierta forma, lo prescrito en los artículos 11°, 
inciso 1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 14°, inciso 2, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8°, inciso 2, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Aun así, es menester considerar que el 
derecho a la prueba apareja la posibilidad de postular, dentro de los límites y alcances 
que la ley reconoce, los medios probatorios para justificar los argumentos que el 
justiciable esgrime a su favor. (Fundamento jurídico 14). 

∞ Por esa razón, la exigencia probática como epistemología de 
comprobación del dato judicial postulado, es no solo un derecho sino 
también una carga procesal, en particular, de quien está en mejores 
condiciones de hacerlo; porque la administración de justicia es un servicio 
público que a todas las personas en el Perú les corresponde sostener. En ese 
sentido, es imperativo reconocer que las declaraciones que requieren 
corroboración, según la norma procesal peruana vigente, son los testigos —
sobre todo de referencia—, testigos impropios, coimputados, arrepentidos, 
colaboradores eficaces, testigos protegidos (u otros casos análogos) como lo 
prescriben los artículos 158.2, 531 del Código Procesal Penal. La regla 
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procesal incluso es más estricta en los casos de interés subyacente que pone 
en crisis la ausencia de incredibilidad subjetiva, como es el caso del 
coimputado, colaborador eficaz, arrepentido o requirente de terminación 
temprana de su proceso (ex artículos 473, 476, 476-A, 481 y 481-A del mismo código 
adjetivo). Es a ellos a quienes les corresponde, en puridad de cosas, el 
Acuerdo Plenario n.° 02-2005/CIJ-116. Esta situación es muy distante de la 
víctima de un delito, en particular de las víctimas de los delitos sexuales o de 
trata de personas, porque su condición es la de prueba directa in personae o in 
corpore y no indirecta, como el testimonio de referencia, o incluso prueba 
directa ex alterii personae, testigo presencial no agraviado. Así lo resalta el 
artículo 481-A del Código Procesal Penal, que prescribe que el agraviado no 
participa de la fase de corroboración del colaborador eficaz. 

Séptimo. Así pues, la declaración de la víctima de un ataque delictivo, 
recibido corporalmente o en propia persona, dado que las propias secuelas 
del ataque son suficientes convergencias probáticas, aunque no son 
necesarias, si la declaración supera el test de logicidad, tal como lo ha 
definido la doctrina judicial11, es decir, verificar la consistencia12, verdad o 
validez13 y relevancia14 del relato declarado por la víctima, tiene la suficiente 
potencia para, por sí sola, poner en crisis la inocencia que subyace como 
regla de protección probática de todo encausado. Exigir lo contrario, es 
decir, que se corrobore la declaración de la víctima de los ataques sexuales 
clandestinos, sería además exigir, en muchos casos, una prueba imposible 
(violaciones continuadas, violaciones secas o no lúbricas, existencia de himen dilatable, 
etcétera). En particular, si la declaración posee verosimilitud interna y sobre 
todo que no existe una prueba de lo contrario. Y por ello es consistente, 
razonable y fundante de la condena la declaración de la víctima agraviada, 
en este caso, recibida con inmediación por los propios jueces en el plenario 
oral, en particular porque su relato es verosímil y fundamentalmente porque 
no existe prueba de lo contrario, que vuelva patentemente irrazonable la 
conclusión de condena. 

∞ En cuanto a la suficiencia entitativa de la declaración de la víctima, la 
jurisprudencia suprema15 ha establecido lo siguiente: 

∞  Tampoco posee condición casatoria, por ende, se despoja de justificación, puesto que 
confunde los postulados de formulación del gravamen constitucional – presunción de 
inocencia – afirmando que la declaración de la víctima debe estar corroborada, lo cual 

 
11 SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. Casación n.° 250-
2022/Selva Central, del cinco de julio de dos mil veinticuatro, fundamento decimocuarto. 
12 En lógica, la consistencia se refiere a un sistema que no contiene contradicciones. 
13 Examina diferentes teorías de la verdad, incluyendo la teoría de la correspondencia, la teoría de la 
coherencia y la teoría pragmática de la verdad. 
14

 La lógica de la relevancia se ocupa de cómo las premisas apoyan una conclusión de manera significativa y 
pertinente, se refiere a la conexión lógica entre las premisas y la conclusión de un argumento. 
15 SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. Casación n.° 485-
2022/Lima Norte, del dos de diciembre de dos mil veinticuatro, fundamento quinto, tercer párrafo. 
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es equívoco, por las siguientes razones como, además, existe criterio jurisprudencial 
supremo. 

∞ La declaración de la víctima es prueba directa; luego, la prueba debe superar la 
verosimilitud del test de certeza, la misma puede realizarse de dos formas: interna 
o externa, el caso lo determina16. 

∞ En cuanto a la valoración de la declaración del coacusado, testigo o agraviado 
el Acuerdo Plenario 02-2005/CJ-116, exige realizar tres evaluaciones: a) 
SubjetivaSubjetivaSubjetivaSubjetiva: personalidad del coimputado, motivaciones de su delación y que 
finalidad no sea exculpatoria de la propia responsabilidad; b) ObjetivaObjetivaObjetivaObjetiva: mínima 
corroboración por otras acreditaciones indiciarias; y, c) Coherencia, solidez y la 
persistencia del relato incriminador. Considerando en particular que el art. 
158º.2 del CPP exige la corroboración con otras pruebas17. 

∞ El orden lógico de la evaluación de la declaración del coacusado debe ser: 1) 
Análisis de la credibilidad del declarante: personalidad y motivaciones. 2) 
Verificación de la textura intrínseca y las características de la declaración: 
precisión, coherencia, consistencia, solidez y espontaneidad y 3) Verificación 
extrínseca de la declaración. Y sobre el modelo de verificación extrínseca reforzada 
y la verificación cruzada de las declaraciones, es decir sobre la corroboración. La 
corroboración debe estar relacionada directamente con la participación del 
coimputado incriminado en los hechos delictivos. La declaración del coimputado 
no puede ser utilizada como fuente de corroboración del contenido de la 
declaración de otro coimputado para el caso en que ambos incriminen a un tercero. 
Se excluye como elemento de verificación el denominado por la doctrina italiana 
riscontro incrociato (verificación cruzada). Por otro lado, la simple futilidad o falta de 
credibilidad del relato alternativo del coacusado no es, por sí mismo, un elemento 
de corroboración de la participación en los hechos. Debe considerarse además que, 
como señala la STS de doce de julio de mil novecientos noventa y seis: «el hecho de 
que en ocasiones el dato corroborante no pueda ser contrastado no desvirtúa el testimonio, 
convirtiéndolo en inverosímil si la imposibilidad de la comprobación se justifica en virtud 
de las circunstancias concurrentes en el hecho». Cfr. Corte Suprema de Justicia de la 
República Peruana, Acuerdo Plenario 02-2005/CJ-116, de las Salas Supremas 
Penales, publicado en el diario oficial «El Peruano» el veintiséis de noviembre de 
dos mil cinco. Sala Penal Transitoria, Recurso de Nulidad 2138-
2016/Lambayeque, del diez de febrero de dos mil diecisiete, fundamento décimo 
tercero. Tribunal Supremo Español. SSTS dieciocho de noviembre de mil 
novecientos noventa y uno, cinco de abril, veintiséis de mayo, cinco de junio, once 
de septiembre y seis de octubre de mil novecientos noventa y dos, cuatro y 
veintiséis de mayo de mil novecientos noventa y tres, uno de junio, catorce y 
diecisiete de septiembre de mil novecientos noventa y cuatro, veintitrés de febrero 
de mil novecientos noventa y cinco, doce de febrero, diecisiete de abril, trece de 
mayo y tres de diciembre de mil novecientos noventa y seis, entre otras18. 

∞ En el caso de prueba directa [in corpore o in personae], como en el caso de la víctima 
de una violación, es suficiente la verificación de la textura intrínseca y las 
características de la declaración (verosimilitud interna), es decir que la declaración sea 
espontánea, en sus términos conocidos y de acuerdo a su idioma nativo e incluso su 
idiolecto, dentro de una comprensión neurocientífica de colocación. Basta que la 

 

16
 SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. Revisión 

288-2022/Madre de Dios, del veinticuatro de julio de dos mil veinticuatro, fundamento 
decimotercero, apartado 13.1.  
17

 SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. Casación 
2321-2023/Amazonas, del doce de septiembre de dos mil veinticuatro, fundamento octavo, 
nota de pie de página 15.  
18

 Idem.  
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declaración sea coherente, carente de fantasías y no exista prueba de lo contrario; 
los matices no ponen en crisis la verosimilitud interna. No requiere corroboración 
periférica (verosimilitud externa), pues la víctima es prueba directa del delito 
clandestino. En estos casos, se obliga el análisis epistemológico desde la sana 
crítica racional, es decir, no debe contravenir a los principios y reglas de la lógica, 
el conocimiento científico contrastable, las máximas de la experiencia, los 
principios y reglas del ordenamiento jurídico vigente o lo notorio11. 

Octavo. En conclusión, de la revisión del recurso y de sus argumentos, no 
se justifica que sea admitido en sede casacional, al no superar las exigencias 
para considerar que los asuntos traídos a la sede casatoria, aun cuando se 
trate de casaciones ordinarias, sean de trascedente interés, como lo ha 
señalado la jurisprudencia suprema, por cuanto la casación no es una 
instancia tercera de revisión del juicio de culpabilidad, a saber: 

El auténtico interés casacional se vuelve trascedente cuando existe (i) la 
necesidad de unificar interpretaciones contradictorias en la jurisprudencia, afirmar 
la jurisprudencia existente de la máxima instancia judicial frente a los errores de 
Tribunales inferiores o definir un sentido interpretativo para una norma reciente o 
escasamente invocada, pero de especiales connotaciones jurídicas; así como (ii) la 
necesidad, por sus características generales, más allá del interés del recurrente     
—defensa del ius constitutionis—, de obtener una interpretación correcta de específicas 
normas de derecho penal y procesal penal19. Asimismo, junto con el problema 
jurídico que se postula y la fundamentación correspondiente que evidencie su 
trascendencia a la generalidad, es preciso que en el recurso se proponga una 
hipótesis de desarrollo para otros casos semejantes que brinde solución a la 
controversia, con base en las ciencias, el derecho, la lógica, las máximas de la 
experiencia o lo notorio.  

∞ Por lo tanto, el recurso postulado debe declararse inadmisible.  

Noveno. En este contexto, no es posible amparar el recurso de casación 
formulado por DAVID HUAMÁN QUISPE. Por tanto, se aplica lo regulado en 
el artículo 428, numeral 2, literal a), del Código Procesal Penal, y el recurso 
de casación planteado se declarará inadmisible. Esto conlleva a que se 
rescinda el concesorio respectivo, según el artículo 405, numeral 3, del 
acotado código. Asimismo, conforme al artículo 504, numeral 2, del Código 
Procesal Penal, se establece que quien interpuso un recurso sin éxito deberá 
pagar las costas procesales, las cuales se imponen de oficio, conforme al 
artículo 497, numeral 2, del citado código. Por ende, al recurrente le atañe 
asumir tal obligación procesal. Dicha liquidación le concierne a la Secretaría 
de esta Sala Penal Suprema, y su ejecución, al Juzgado de Investigación 
Preparatoria competente. 

 
11 SALA PENAL PERMANENTE, Casación n.o 1088-2021/Amazonas, del uno de diciembre de dos mil 
veintidós, fundamento jurídico 6.7. 
19 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. 
Recurso de Queja n.o 66-2009/La Libertad, del doce de febrero de dos mil diez, considerando sexto; y 
Auto de Calificación de Casación n.o 8-2010/La Libertad, del diecinueve de abril de dos mil diez, 
considerando tercero. 
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DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la Sala 
Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON NULO el auto concesorio del tres de mayo de dos 
mil veintidós. 

II. DECLARARON INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto 
por la defensa técnica de DAVID HUAMÁN QUISPE20  (foja 271) contra la 
sentencia de vista, del once de abril de dos mil veintidós (foja 250), 
emitida por la Sala Mixta Descentralizada en adición Sala Penal de 
Apelación-Santa Ana de la Corte Superior del Cusco, que confirmó la 
sentencia de primera instancia del veinticuatro de noviembre de dos 
mil veintiuno, que condenó al recurrente como autor del delito contra 
la libertad sexual, en la modalidad de violación sexual de menor de 
edad (numeral 2 del artículo 173 del Código Penal), en agravio de la menor 
de iniciales NO. FA. P.A., le impuso una pena de treinta años de 
privación de libertad efectiva y fijó una reparación civil en S/10 000 
(diez mil soles); con lo demás que contiene.  

III. CONDENARON al recurrente al pago de las costas procesales 
correspondientes, que serán liquidadas por la Secretaría de esta Sala 
Penal Suprema y exigidas por el Juzgado de Investigación 
Preparatoria competente. Hágase saber y devuélvase. 

Intervino el señor juez supremo Peña Farfán por vacaciones de la señora 
jueza suprema Maita Dorregaray. 
 
SS. 
SAN MARTÍN CASTRO 
LUJÁN TÚPEZ 
ALTABÁS KAJATT 
SEQUEIROS VARGAS  
PEÑA FARFÁN 
 
MELT/jmelgar   

 

 

  

 

20
 DNI n.°25008899 
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